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Modifica disposiciones del Código Penal que sancionan casos de corrupción y  los estatutos que indica.


_______________________________________________________________________________________________





Honorable Cámara:





	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en primer trámite constitucional y  segundo trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los señores Espina, don Alberto; Allamand, don Andrés; Barrueto, don Víctor; Bombal, don Carlos; Cornejo, don Aldo; Chadwick, don Andrés;  Longton, don Arturo; Ribera, don Teodoro; Urrutia, don Raúl, y Viera-Gallo, don José Antonio.


	Conforme lo dispone el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto de ley aprobado en general por esta Cámara, en sesión 37a. ordinaria, de fecha 6 de septiembre de 1994; sobre las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación, que figuran en la respectiva “hoja de tramitación elaborada por la Secretaría, y sobre las indicaciones que se presentaron en el curso de la discusión particular en la Comisión.


	De acuerdo con lo establecido en el artículo 288 del Reglamento, en este segundo informe reglamentario cabe referirse a las siguientes materias:


	1°. De los artículos que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones o indicaciones en el segundo informe.


	En esta situación se encuentran los siguientes artículos o disposiciones del proyecto que figura al final de este informe:


	1) El artículo 1°, en sus numerales 1; 2, letra a); 3; 5; 6; 7, letra a), y 8.


	2) El artículo 2°,


	3) El artículo 3°.


	2°. Mención de los artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


	No hay en el proyecto normas de carácter orgánico constitucional ni de quórum calificado.


	3°. De los artículos suprimidos.


	Ninguno.


	4°. De los artículos nuevos introducidos.


	En este segundo trámite reglamentario se han introducido en el artículo 1° dos nuevos numerales, signados con los números 4 y 9.


	Por el número 4) se agrega un artículo 241 bis al Código Penal, con el objeto de sancionar el delito de enriquecimiento ilícito, en el que incurrirá el empleado público que durante el ejercicio de su cargo o de sus funciones obtuviere injustificadamente un incremento patrimonial cuya procedencia no pudiere justificar al ser requerido por la autoridad administrativa, a menos que el hecho constituya un delito de mayor gravedad.


	El empleado debe tener un enriquecimiento real, el cual no debe tener justificación.


	La concurrencia de ambos elementos demuestra un enriquecimiento sin causa justa por parte del funcionario público, la existencia de negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública y, por ende, una violación del principio de la probidad administrativa.


	La pena propuesta es de la presidio menor en sus grados mínimo a máximo (61 días a 5 años).


	En el caso de que el empleado actúe por interpósita persona, ésta recibe una pena de presidio menor en su grado mínimo.


	Por el número 9) se agrega un artículo 268 bis al Código Penal, para sancionar al que, por cualquier medio fraudulento o mediante engaño, induzca a un funcionario público para obtener un acto administrativo contrario a la ley.


	La sanción que se le impone es la de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).


	Se busca resguardar la dignidad, el prestigio o decoro del funcionario público, menoscabados con el fraude o engaño del particular.


	5°. De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


	No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda, pues ninguna de las disposiciones del proyecto irroga gastos al Erario Nacional o tiene incidencia financiera o presupuestaria.


	6°. De los artículos modificados.


	El número 7, letra b), del artículo 1°, que suprime el inciso segundo del artículo 250 del Código Penal.


	Sanciona este artículo al sobornante con las penas correspondientes a los cómplices en los casos respectivos, excepto las de inhabilitación y suspensión, lo que significa, al tenor de lo preceptuado en el artículo 51 del Código Penal, que se les impone la pena inmediatamente inferior en grado a la señalada por la ley.


	Su inciso segundo establece que cuando el soborno mediare en causa criminal en favor del procesado por parte de su cónyuge o algún pariente cercano, el sobornante es sancionado con una multa igual a la dádiva o promesa.


	Se refiere este artículo al cohecho activo, el que califica de soborno, que sanciona al particular que induce a la corrupción, en oposición al cohecho pasivo, que pena al funcionario que se deja corromper.


	En el primer informe se aprobó la sustitución de su inciso primero, por  el siguiente:


	"Artículo 250.- El que directa o indirectamente actuare como sobornante, haciendo la oferta al empleado público, será castigado con las mismas penas previstas en los casos respectivos, excepto la de inhabilitación. En iguales penas incurrirá si acepta las solicitudes del funcionario público.'


	La modificación aprobada en esta ocasión, por mayoría de votos, suprime el inciso segundo de este artículo.


	Con ello, las personas a que se refería el precepto suprimido serán sancionadas con las penas establecidas en el inciso primero.


	7°. De las indicaciones rechazadas por la Comisión.


	Se ha rechazado una indicación del señor Aylwin, a la letra b) del N° 2) del artículo 1°, del siguiente tenor:


	“Para reemplazar en el inciso segundo propuesto, la frase “de la misma manera” por “con el mismo abuso y esfera de sus atribuciones”.


Texto del proyecto de ley.


	En mérito de las consideraciones expuestas y por las que os dará a conocer en su oportunidad  el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente 


	P R O Y E C T O   D E   L E Y


	"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


	1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 157 por el siguiente:


	'Si la contribución o el servicio personal se pidieron con ánimo de lucrarse, el empleado culpable será sancionado con las penas previstas para la estafa en el número 1° del artículo 467. La pena se aumentará en un grado si la contribución fuere pagada o el servicio personal prestado.'


	2) Modifícase el artículo 240 en la siguiente forma:


	a) Agrégase en el inciso tercero, después del punto (.), que se sustituye por una coma (,), lo siguiente: 'a sus socios colectivos, comanditarios o de hecho, o a quienes tengan algunas de esas condiciones respecto de su cónyuge o de sus ascendientes o descendientes.'.


	b) Introdúcese el siguiente inciso:


	'Se aplicarán también las mismas penas al empleado público que, abusando de  su cargo, ejerciere alguna profesión u oficio directamente relacionada con la esfera de sus atribuciones oficiales o, de la misma manera, interviniere directa o indirectamente en empresas o asociaciones privadas con fines de lucro.'





	3) Sustitúyese el artículo 241 por el siguiente:


	'Artículo 241.- El empleado público que, a sabiendas o por error o ignorancia inexcusables pidiere, directa o indirectamente, mayores derechos que los que le estén señalados por razón de su cargo, será castigado con multa del duplo al cuádruplo de la cantidad pedida y con inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio.'


	4) Agrégase el siguiente artículo:


	‘Artículo 241 bis.- El empleado público que en razón del ejercicio de su cargo o en el cumplimiento de sus funciones, obtuviere injustificadamente un incremento patrimonial para sí o para interpósita persona, siempre que el hecho no constituya otro delito de mayor gravedad, y que debidamente requerido por la autoridad administrativa competente no pudiere justificarlo, incurrirá en las penas de presidio menor en sus grados mínimo a máximo, inhabilitación especial perpetua para cargo u oficio público y multa del cincuenta al cien por ciento del monto del enriquecimiento ilícito.


	‘La prueba que el funcionario ofrezca de su enriquecimiento será secreta a su pedido y no podrá ser invocada contra él, para ningún otro efecto.


	‘La persona interpuesta para disimular el incremento a que se alude en el inciso primero será penada con presidio menor en su grado mínimo.’








	5) Sustitúyese el artículo 248 por el siguiente:


	'Artículo 248.- El empleado público que, directa o indirectamente, pidiere o aceptare recibir dinero u otros bienes, o cualquiera ventaja, aunque no tenga significación económica, por incurrir en una acción u omisión relativa al ejercicio de su cargo que constituyere delito, será castigado con las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo e inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio, sin perjuicio de las penas correspondientes al delito propuesto o acordado, en caso que llegare a cometerse. Si lo pedido u ofrecido es dinero o cosa apreciable en dinero y se recibiere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo de la dádiva.'


	6) Sustitúyese el artículo 249 por el siguiente:


	'Artículo 249.- Se aplicarán las mismas penas previstas en el artículo anterior si la acción u omisión relativa al ejercicio del cargo no es constitutiva de delito pero es ilícita y se lleva a cabo. Si no se lleva a cabo, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado medio. Si la acción no fuere ilícita y no debiere ser retribuida, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado mínimo.'


	7) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 250:


	a) Sustitúyese su inciso primero  por el siguiente:


	'Artículo 250.- El que directa o indirectamente actuare como sobornante, haciendo la oferta al empleado público, será castigado con las mismas penas previstas en los casos respectivos, excepto la de inhabilitación. En iguales penas incurrirá si acepta las solicitudes del funcionario público.’


	b) Suprímese su inciso segundo.


	8) Agrégase, a continuación del párrafo 12 del título V del Libro II, lo siguiente:


	'& 12 bis. Tráfico de influencias y uso indebido de secretos e información privilegiada.


	Artículo 259 bis. El empleado público que, con abuso de su cargo, influyere indebidamente sobre una persona para conseguir, mediante una acción u omisión de ésta, un beneficio económico directo o indirecto para sí o para tercero, será castigado con las penas de presidio menor en su grado medio a máximo  y suspensión de cargo u oficio público o profesión titular. Si el beneficio económico se obtuviere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo del mismo. Si la persona influida fuere otro funcionario público, la pena privativa de libertad se aplicará en su grado máximo.


	Artículo 259 bis A. El que abusando de cualquier situación de preeminencia en la sociedad o de su relación personal con un funcionario público, influyere indebidamente en éste para conseguir, para sí o para un tercero,  beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa del tanto al duplo del beneficio pretendido u obtenido.


	Artículo 259 bis B. El funcionario público que teniendo acceso, en razón de su cargo, a un secreto o a  información reservada o privilegiada, se valiere de ello para obtener, para sí o para tercero, beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo. Si el beneficio o ventaja se obtuviere, se aplicará, además, multa del tanto al triplo del beneficio o  ventaja  obtenidos.'


	9) Agrégase, a continuación del artículo 268, el siguiente artículo nuevo:


	‘Artículo 268 bis.- El que por cualquier medio fraudulento o mediante engaño induzca a un funcionario público para obtener un acto administrativo contrario a la ley, sufrirá la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados.’


	Artículo 2°.- Introdúcese el siguiente inciso tercero en el artículo 84 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:


	'El Jefe Superior o el Ministro de Estado, en su caso, a solicitud escrita del empleado público interesado, deberán sostener la acción civil y criminal para hacer efectivas las responsabilidades derivadas del delito de denuncia o acusación calumniosas previsto en el artículo 211 del Código Penal, cuando el empleado público haya sido absuelto o sobreseido en causa por delito funcionario iniciada por denuncia o querella de un particular. En caso de que  la Institución o el Ministerio correspondiente no cuenten con abogado, podrá recurrirse al Consejo de Defensa del Estado, siempre que esta Institución no haya intervenido en la causa por el delito funcionario.'


	Artículo 3°. Introdúcese el siguiente inciso tercero en el artículo 88 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para los Funcionarios Municipales:


	'El Alcalde, a solicitud escrita del funcionario interesado, deberá sostener la acción civil y criminal para hacer efectivas las responsabilidades derivadas del delito de denuncia o acusación calumniosas, previsto en el artículo 211 del del Código Penal, cuando el empleado municipal haya sido absuelto o sobreseido en causa por delito funcionario iniciada por denuncia o querella de un particular. En caso que la Municipalidad no cuente con abogado, podrá recurrirse al Consejo de Defensa del Estado, siempre que esta Institución no haya intervenido en la causa por delito funcionario.'."


	Se designó Diputado Informante al señor Alberto Espina Otero.


	Sala de la Comisión, a 23  de noviembre de 1994.





	Acordado en sesión de igual fecha, con asistencia de los señores Elgueta (Presidente), Bombal, Espina,  Martínez Ocamica, Pérez Lobos, Viera-Gallo, Walker y señora Wörner.








Adrián Alvarez Alvarez


Secretario de la Comisión
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